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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 01
               Enero 23 de 2013

 


La ineptitud de la demanda por la falta de certeza en el contenido normativo que se acusa, no permite a la Corte Constitucional proceder a adoptar una decisión de fondo sobre su conformidad con la Carta Política
	  IV.      EXPEDIENTE D-9162   -   SENTENCIA  C-013/13

            M.P. María Victoria Calle Correa



1.
Norma acusada

DECRETO 019 DE 2012

(enero 10)
Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración Pública

ARTÍCULO 90. ACTAS DE CONCILIACIÓN. Las actas de conciliación no requieren ser elevadas a escritura pública. Cuando las partes en el Acta de la Conciliación extrajudicial a que se refiere la Ley 640 de 2001, acuerdan transferir, disponer gravar, limitar, afectar o desafectar derechos de propiedad o reales sobre bienes inmuebles, el cumplimiento de lo pactado se hará mediante documento público suscrito por el conciliador y por las partes conciliadoras. Lo mismo sucederá, si el bien es mueble y la ley requiere para los efectos antes mencionados, el otorgamiento de escritura pública. El Notario velará porque se presenten los documentos fiscales que señala la ley y demás requisitos legales.
2.
Decisión

Declararse INHIBIDA para decidir de fondo, sobre la constitucionalidad del artículo 90 del Decreto Ley 019 de 2012.

3.
Síntesis de los fundamentos

La Corte reiteró lo establecido en la sentencia C-634 de 2012, en cuanto que acusar el artículo 90 del Decreto Ley 019 de 2012 de imponer al acta de conciliación el requisito de constituirse en escritura pública, es un cargo que carece de certeza, pues se cuestiona un contenido normativo supuesto por los accionantes y no una regla jurídica que efectivamente se deriva del artículo acusado. Por tal motivo, no es viable proceder a un examen y decisión de fondo sobre la norma demandada.

